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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA

SALA DE CASACIÓN PENAL

ACTA Nro: 007 
Bogotá, veinte (20) de enero de dos mil diez (2010).

VISTOS 
Decide la Sala el recurso de reposición interpuesto por el señor defensor del doctor HERNANDO MOLINA ARAÚJO contra el auto de diciembre 1º de 2009, mediante el cual se negó la solicitud de nulidad de la decisión de avocar el conocimiento de este proceso.

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN
Insiste en que la nueva interpretación que se da al parágrafo del artículo 235 de la Carta Política es el fundamento por el cual la Corte se atribuye la competencia, sin tener en cuenta que en el asunto había fijado una regla de competencia, cuando ordenó su remisión a un juez especializado de Bogotá con sustento en la anterior línea jurisprudencial sobre el alcance de esa disposición.

Por eso, reitera que con independencia del acierto o no de la nueva tesis, la aplicación retroactiva de esta a situaciones consolidadas bajo otra interpretación, viola los derechos y garantías invocadas en la solicitud de nulidad.

En su concepto, el hecho concreto de “reasumir” la competencia no encuentra respaldo constitucional ni legal, en cuyo caso lo pertinente es que la jurisprudencia rija para situaciones futuras en el entendido que su carácter dinámico para ajustarla a las realidades políticas, sociales y culturales, no autoriza la afectación de los derechos fundamentales de los ciudadanos y el desconocimiento del ordenamiento jurídico.

Sostiene que en definitiva es la Corte Suprema de Justicia la que ha determinado el juez natural para juzgar al doctor MOLINA ARAÚJO, desconociendo con su decisión la garantía del juez natural y el principio de legalidad consagrado en el artículo 6 de la ley 600 de 2000.

Contrario a lo afirmado por la Sala, no era el sujeto activo de la acción penal el que definía o escogía al juez de su proceso; en verdad era la misma Corte la que con ocasión de la renuncia del aforado se abstenía de avocar el conocimiento de la actuación con lo cual legitimaba la intervención de otros funcionarios  judiciales, de modo que si hubiese sostenido antes la tesis que ahora pregona no se habrían producido las renuncias, para evitar los vaivenes procesales que retardan las decisiones judiciales y garantizar la inmediación de la prueba con su intervención en el juicio.

Considera un contrasentido invocar el artículo 40 de la ley 153 de 1887 para justificar la aplicación inmediata y con efectos retroactivos de la nueva interpretación y después se sostenga que no es la jurisprudencia sino la misma ley la que determina la competencia, mientras que de otro lado asimila sus efectos en un tema procesal a los de una ley de similar materia, cuando en nuestro ordenamiento jurídico no puede ser equiparada a ella.
En el entendido que la Corte hace mal en aplicar de manera retroactiva la jurisprudencia, la atribución de competencia por esta vía conduce a que su actuación desconozca el contenido de los numerales 1 y 2 del artículo 306 de la ley 600 de 2000, relativos a la falta de competencia del funcionario judicial y a la comprobada existencia de irregularidades sustanciales que afectan el debido proceso.

Las anteriores son las razones aducidas por el recurrente con el fin de que se reponga la decisión impugnada, en su lugar se declare la nulidad del auto del 1º de octubre de 2009 y consecuencialmente se disponga la remisión del proceso al juez que venía conociendo de él.
CONSIDERACIONES
La Sala no encuentra elementos de juicio suficientes en el escrito de impugnación que la conduzcan a modificar la decisión adoptada el pasado 1º de diciembre, dado que el defensor limita su actuación a reiterar sus puntos de vista expuestos en su solicitud de nulidad, de acuerdo con los cuales la aplicación inmediata y con efectos retroactivos de la jurisprudencia fijada el 1º de septiembre de 2009, acerca del alcance del parágrafo único del artículo 235 de la Carta Política, quebranta principios y garantías procesales que amparan a su asistido.

No se ignora ni tampoco se desconoce que fue virtud del cambio jurisprudencial que el juez especializado se desprendió del conocimiento del proceso y que por este motivo la Corte procedió a su examen, lo cual le permitió, al constatar con fundamento en lo previsto en la disposición constitucional que el caso se ajusta a ella, asumir la competencia para dictar el fallo que corresponda.

Luego tal como se expresa en la decisión impugnada, es la ley la que determina la competencia y no la jurisprudencia que contiene un nuevo criterio interpretativo del parágrafo, cuyo efecto no puede ser distinto al de “ajustar sus consecuencias en procura de buscar una aplicación razonable de la misma”
. 
De esta forma, en estricto sentido jurídico no ha existido una modificación de la competencia que la Carta Política le atribuye a la Corte Suprema de Justicia, sino el reconocimiento de la facultad que siempre ha tenido, incluso por ministerio de la ley, para investigar y juzgar o de juzgar a los funcionarios previstos en los numerales 3 y 4 aun cuando hubieren cesado en el ejercicio del cargo, siempre que “las conductas punibles (que) tengan relación con las funciones desempeñadas”.

Ahora bien, la Sala considera pertinente aclarar que no había tenido oportunidad de fijar una regla de competencia en los términos a que alude la defensa. 
El cambio de radicación del proceso dispuesto en este asunto
, cuyo mecanismo previsto en la ley obedece a finalidades distintas de las que motivaron a la Sala a declarar su competencia para conocer del mismo, no es un motivo que argumentativamente contribuya a demostrar la violación de los derechos y de las garantías procesales aducidas en la solicitud de nulidad. El impugnante se vale de esa intervención “accidental” con ese fin, para argumentar que como la Sala se había negado a asumir su conocimiento es el juez al que se asignó el proceso para adelantar el juicio quien deba continuar con él.  
En este sentido, sigue careciendo de razón su afirmación según la cual la aplicación inmediata y retroactiva de la jurisprudencia vulnera derechos y garantías, primero porque la competencia se asume con fundamento en lo previsto en el parágrafo del artículo 235 de la Carta Política, segundo no es cierto que los efectos de la jurisprudencia únicamente rijan hacia el futuro, y tercero su aplicación según se ha visto para ajustar el alcance de la norma a las nuevas realidades políticas, sociales y culturales tampoco desconoce el ordenamiento jurídico o lesiona derechos fundamentales.

Por lo demás, de acuerdo con lo dicho es la ley la que determina la competencia y obviamente el juez que debe conocer del proceso, de modo que no es cierta su afirmación según la cual la Corte al haber asumido el conocimiento del proceso no sólo lo determinó sino que también desconoció el principio del juez natural y por esa vía vulneró el principio de legalidad.

Recuérdese que la jurisprudencia no es la que determina la competencia sino que es la ley la que en todos los casos la fija, aun cuando la misma ley admita interpretaciones diversas; dicho en otros términos, siempre que se señala el alcance de una norma de esa naturaleza lo que se aplica es la ley que se interpreta y no la jurisprudencia que surge de esa labor hermenéutica.
De otro lado, ninguna incidencia tiene el hecho que con ocasión de la jurisprudencia que fuera modificada la Sala se abstuviera de conocer innumerables casos ante la renuncia a sus cargos por los aforados, pues al fin y al cabo eso era lo que correspondía hacer en consonancia con lo que se sostenía hasta antes del 1º de septiembre pasado. Ya se había dicho, que en esas condiciones eran los imputados o procesados y no la Corte quienes terminaban por escoger a sus jueces, de modo que los vaivenes procesales a los que se sometía el asunto y los problemas que de ellos se derivaban no eran propiciados por la Corporación sino atribuibles a su propio comportamiento. 
Además, la Corte Suprema de Justicia en ningún momento equipara la jurisprudencia y sus efectos a los de una ley; la circunstancia de haber invocado el artículo 40 de la ley 153 de 1887 para fijar las reglas que permitan la remisión a esta Sala de los asuntos en trámite dependiendo del estado procesal en que se encontraran
, obedece únicamente a la necesidad de evitar situaciones traumáticas en el manejo de los procesos, pues -se reitera- la competencia emana con claridad de lo previsto en el artículo 235 de la Carta Política.
Por eso resulta comprensible traer a colación la norma cuya invocación se discute, ya que con ella lo que se pretende es revelar el carácter de la ley procesal que regula el procedimiento bajo el cual debe rituarse un determinado trámite antes que asimilar los efectos de la jurisprudencia a la ley.
En esos términos, las consecuencias que se derivan de la aplicación inmediata de la jurisprudencia lejos de ser violatorias de los derechos fundamentales, principios y garantías procesales denunciados por el impugnante, se erigen en claras prerrogativas para el procesado que tiene la oportunidad de que su caso sea definido por los más altos y calificados jueces de la República.

En tanto que la competencia en este asunto se asume con fundamento en normas constitucionales y legales preexistentes y con apoyo en los referentes jurisprudenciales que modifican el alcance que se le otorgaba al parágrafo del artículo 235 de la Carta Política, carecen de sustento las reiteradas tesis de la defensa conforme con las cuales la aplicación inmediata de la ley como consecuencia de la nueva visión interpretativa lesiona derechos y garantías procesales.

En consecuencia la Sala mantiene la decisión impugnada, en cuanto no existen razones sólidas que conduzcan a modificar el criterio que se reitera en esta oportunidad. 
Por lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal

RESUELVE
No reponer el auto del 1º de diciembre de 2009 que negó la solicitud de nulidad pedida por el defensor del doctor HERNANDO MOLINA ARAÚJO, por las razones expuestas en la anterior motivación.
Contra esta decisión no procede ningún recurso.

Cópiese y notifíquese.
MARÍA DEL ROSARIO GONZÁLEZ DE LEMOS 
JOSÉ LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ                             SIGIFREDO ESPINOSA PÉREZ

ALFREDO GÓMEZ QUINTERO                                        AUGUSTO J. IBAÑEZ GUZMÁN
                       

JORGE LUIS QUINTERO MILANÉS                                     YESID RAMÍREZ BASTIDAS 
JULIO ENRIQUE SOCHA SALAMANCA       
                           JAVIER ZAPATA ORTIZ

TERESA RUIZ NÚÑEZ

Secretaria         
� Auto única instancia, octubre 28 de 2009; radicación 29.200.
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� Auto única instancia, septiembre 15 de 2009, radicación 27032.
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